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COBRO DE DINERO 
Y EJECUCIÓN DE 
HIPOTECA POR LA 
VIA ORDINARIA  

Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández Sánchez, la Juez 
Brignoni Mártir y la Juez Grana Martínez. 
 
Brignoni Mártir, Juez Ponente 

 
RESOLUCIÓN 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 22 de enero de 2020. 

Comparece ante nos Banco Popular de Puerto Rico (en adelante 

BPPR, parte demandante o peticionaria) mediante el auto de certiorari de 

epígrafe. Nos solicita que revoquemos la Resolución emitida el 3 de junio 

de 2019, por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Caguas (en 

adelante TPI), en la que declaró nula la acción de ejecución de hipoteca en 

cuanto al solar en controversia, dejando sin efecto todo procedimiento 

ulterior llevado a cabo en torno a la misma. A esos efectos, el TPI determinó 

improcedente la ejecución de sentencia solicitada.  

Por los fundamentos que exponemos a continuación denegamos la 

expedición del auto. 

I. 
El 18 de febrero de 2009, Westernbank Puerto Rico (en adelante 

WBPR) presentó una Demanda en cobro de dinero y ejecución de hipoteca 

por la vía  ordinaria, contra los codemandados Gicresda, Inc., José Luis 

Dalmau Rodríguez, Diana Iris Santiago Casanova y la Sociedad Legal de 

Gananciales compuesta por ambos (en adelante matrimonio Dalmau-

Santiago); Héctor Ramón Crespo Milian, Idalia Mont Díaz y la Sociedad 

Legal de Gananciales compuesta por ambos (en adelante matrimonio 
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Crespo-Mont); Miguel Guiot Torres, Elba Santiago y la Sociedad Legal de 

Gananciales compuesta por ambos (en adelante matrimonio Guiot-

Santiago), por alegado incumplimiento de su obligación solidaria de pago 

de una facilidad de crédito (préstamo #7340023935). Según se alegó la 

parte demandada entregó a la demandante dos pagarés hipotecarios para 

garantizar el pago de la obligación contraída. Uno de éstos fue el pagaré 

hipotecario librado por el matrimonio Crespo-Mont, el 18 de agosto de 

2006, ante el Notario Agustín Gómez Tiburcio y pagadero a la orden del 

portador, por la suma principal de $200,000.00. Dicho pagaré fue 

garantizado con hipoteca constituida mediante la Escritura Número 37 de 

igual fecha y ante el mismo Notario, la cual según se indicó, estaba 

presentada al Asiento 683 del Diario 1127 del Registro de la Propiedad de 

Caguas Sección I. El inmueble objeto de dicho pagaré hipotecario se 

describe como sigue: 

---URBANA: Solar radicado en el Barrio Bairoa de 
Caguas, con una superficie de 180.00 metros 
cuadrados, o sea 12.00 metros de frente a la calle A o 
Sur, 20.00 metros de fondo o Este, 7.00 metros al 
Norte y 21.50 metros por el Oeste. En lindes por el 
NORTE, con más terrenos de la finca de la cual se 
segrega; por el Sur, con la calle A; por el ESTE, con el 
Solar número 2 que se describe en el documento y por 
el OESTE, con la calle prolongación o continuación de 
la Calle Baldorioty.  
---Enclava una casa de concreto con techo de zinc 
conteniendo además un garaje construido de concreto 
armado y techo de zinc. 
--- Finca número 4,544, inscrita al Folio 20 del Tomo 
220 de Caguas.  
 

 En la referida Demanda se solicitó al TPI que condenara a la parte 

demandada a pagar solidariamente las cantidades adeudadas, ordenando 

la ejecución de las hipotecas relacionadas mediante venta en pública 

subasta de los inmuebles hipotecados y a su vez, ordenando el desalojo 

de la propiedad por la parte demandada y/o por quien derivase derecho de 

ella.  
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El 18 de junio de 2009, WBPR presentó una Moción bajo la Regla 

45.2(b) solicitando sentencia en rebeldía. 1  A solicitud del TPI, WBPR 

acreditó ser la poseedora de los pagarés hipotecarios objeto de cobro. De 

otra parte, el TPI concedió al matrimonio codemandado Dalmau-Santiago, 

varias prórrogas para contestar la demanda.  

En vista de la incomparecencia de la parte demandada, el 14 de 

agosto de 2009, notificada el 8 de septiembre de 2009, el TPI emitió, 

Sentencia en Rebeldía. En ésta anotó la rebeldía de la parte demandada y 

declaró Ha Lugar la reclamación de cobro de dinero, condenado a Gicresda 

Inc., al matrimonio Dalmau-Santiago y al matrimonio Crespo-Mont a pagar 

solidariamente a la parte demandante varias sumas de dinero por concepto 

del préstamo #7340023935. En su dictamen el TPI determinó la 

improcedencia de la acción en contra del matrimonio Crespo-Mont, por la 

ejecución de la hipoteca otorgada mediante la Escritura Número 37, la cual 

recaía sobre el solar de 180.00 metros cuadrados radicado en el Barrio 

Bairoa de Caguas, finca número 4,544, inscrita al folio 20, tomo 220 de 

Caguas. Razonó que según surgía de la certificación registral, el inmueble 

a que se hace referencia en dicha escritura de hipoteca no constaba inscrito 

a favor del referido matrimonio, sino a favor de terceras personas quienes 

no fueron incluidos en la demanda conforme es requerido. Tampoco 

constaba inscrita la referida hipoteca. Por consiguiente, el tribunal a quo 

desestimó la ejecución de hipoteca constituida sobre dicho inmueble, por 

no constar inscrita, ni haberse demandado a las personas a cuyo favor 

constaba inscrito el bien en el Registro de la Propiedad. De otra parte, el 

TPI desestimó la demanda contra el matrimonio codemandado Guinot-

Santiago bajo el fundamento de que no respondían en su carácter personal 

del pago de las obligaciones reclamadas en la demanda.  

 
1  Entre otros documentos, WBPPR acompañó dicha solicitud con una Certificación 
Registral de la finca 4,544 expedida el 6 de marzo de 2009, en la que se certificaba que 
para dicha finca se encontraba pendiente de inscripción y despacho la escritura de venta 
judicial, para que se inscribiera a favor de Héctor Crespo Milian y la Escritura de Hipoteca, 
para que se inscribiera a favor de WBPR. 
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Inconforme con la determinación, el 18 de septiembre de 2009, 

WBPR presentó un Escrito solicitando la reconsideración. En esencia alegó 

que el matrimonio codemandado Guiot-Santiago suscribió con la parte 

demandante un contrato de Garantía Ilimitada y Continua, en el cual se 

obligaron a garantizar mancomunada y solidariamente el pago por 

cualquier deuda en que incurriera Gricresda, Inc. Al respecto, el 13 de 

octubre de 2009, el TPI emitió una Resolución en la cual expresó que 

habiendo considerado el contrato de Garantía Ilimitada y Continua 

sometido con la reconsideración, dictaba Sentencia en Rebeldía 

Enmendada. En éste dictamen el TPI mantuvo la reclamación en contra del 

matrimonio codemandado Guiot-Santiago, condenándolos también al pago 

solidario de las cantidades reclamadas.  

Luego de dictarse la sentencia en rebeldía enmendada, Banco 

Popular de Puerto Rico, notificó y acreditó haber adquirido el préstamo 

objeto de esta controversia y solicitó se le sustituyera por la parte 

demandante. La sustitución fue aceptada por el TPI mediante Orden del 24 

de agosto de 2010.  Con posterioridad, la parte demandante compareció 

mediante moción en la que informó que el matrimonio codemandado 

Dalmau-Santiago se había acogido a un procedimiento de quiebra por lo 

que solicitaba se decretara la paralización de los procedimientos. A esos 

efectos, el 22 de junio de 2011, el TPI dictó una Resolución decretando la 

paralización del caso para propósitos estadísticos.  

El 29 de julio de 2013, la parte demandante compareció mediante 

moción en la cual solicitó la reapertura del caso y la continuación de los 

procedimientos postsentencia. Durante los trámites para ejecutar la 

Sentencia en Rebeldía Enmendada dictada el 13 de octubre de 2009, el 

TPI ordenó mediante Resolución, emitir una nueva notificación de dicho 

dictamen a todas las partes, y en lo que respecta al matrimonio Crespo-

Mont, ordenó notificarle por edicto.2 Esto ya que, según notó el foro a quo, 

dicho dictamen había sido notificado originalmente a la dirección que 

 
2 Véase Resolución en pág.145-147 del Apéndice del certiorari. 
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obraba en los autos del caso del matrimonio codemandado Crespo-Mont, 

a pesar de que dichos codemandados fueron emplazados mediante 

diligenciamiento personal, pero nunca comparecieron en autos. Así las 

cosas, el 7 de febrero 2014, el TPI remitió una primera notificación 

enmendada de la sentencia a todas las partes del caso, y el 18 de marzo 

de 2014, remitió una segunda notificación enmendada de la sentencia para 

sustituir a BPPR como la parte demandante.   

Con posterioridad y a solicitud de BPPR, el 2 de mayo de 2014, el 

TPI emitió Orden de Ejecución de Sentencia y el 7 de mayo de 2014, 

expidió el Mandamiento de Ejecución de Sentencia para que se hiciera 

efectiva la sentencia procediendo a vender en pública subasta el pagaré 

hipotecario por la suma de $200,000 a favor del portador, y con ello el bien 

inmueble que lo garantiza mediante la hipoteca constituida en la Escritura 

Número 37. Esto es, el solar de 180.00 metros cuadrados ubicado en el 

Barrio Bairoa de Caguas, inscrito como finca 4,544.3  

El 25 de febrero de 2015, se celebró la tercera subasta pública para 

la venta judicial del pagaré hipotecario antes mencionado y el inmueble 

dado en garantía, adjudicándose ambos bienes a la parte demandante. Al 

día siguiente, BPPR presentó Moción solicitando lanzamiento de 

ocupantes. Tras ello, el 30 de abril de 2015, el matrimonio Crespo-Mont 

compareció mediante moción para exponer la improcedencia del 

lanzamiento solicitado. Alegaron que no fueron debidamente notificados de 

la Sentencia en Rebeldía Enmendada, emitida por el TPI el 13 de octubre 

de 2009, pues a pesar de que la parte demandante conocía su última 

dirección, la notificación se hizo por edicto. A solicitud de BPPR el proceso 

estuvo paralizado mientras las partes sostenían conversaciones 

transaccionales que resultaron infructuosas. A tales efectos, el 3 de junio 

 
3 Para ese entonces, la parte demandante había acreditado al tribunal mediante estudio 
de título, que la referida propiedad inmueble ya constaba inscrita a nombre del matrimonio 
Crespo-Mont, así como también constaba inscrita en primer rango la hipoteca en garantía 
del pagaré al portador por la suma de $200,000.00 constituida sobre ésta mediante la 
Escritura Número 37.  
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de 2019, el TPI celebró una vista y el 4 de junio de 2019, emitió una Minuta 

Resolución en la cual determinó lo siguiente: 

  […] 
Atendido el asunto en cuanto a la validez de la 

ejecución de hipoteca, los abogados argumentan y el 
tribunal determina que la orden de ejecución de 
hipoteca emitida en torno al solar en controversia es 
nula, en tanto y en cuanto la acción de ejecución de 
hipoteca, en cuanto a dicho solar fue desestimado sin 
perjuicio mediante sentencia final y firme. Ello no 
impide que la parte demandante utilice el mecanismo 
de ejecución que dispone la Regla 51 de 
Procedimiento Civil. Siendo la orden de ejecución de 
hipoteca nula, se deja sin efecto todo procedimiento 
ulterior llevado a cabo en torno a la misma. 

[…] 
 
La minuta constituye la Resolución del caso. 

 
Insatisfecho con la determinación anterior, el 19 de junio de 2019, 

BPPR presentó al TPI una Solicitud de Reconsideración la cual fue 

declarada No ha lugar, mediante Resolución emitida el 24 de junio de 2019 

y notificada el 28 de junio de 2019.  

 De manera oportuna, BPPR presentó el recurso de certiorari que 

nos ocupa. En éste nos hace el siguiente señalamiento de error: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera de Instancia al 
declarar nula la orden de ejecución de sentencia y 
dejar sin efecto todo procedimiento ulterior llevado a 
cabo en torno a la misma alegando que la hipoteca no 
estaba inscrita y no se había demandado a los 
titulares.  

 En apoyo de su contención, la parte peticionaria alega que al 

momento de notificarse conforme a derecho la Sentencia en Rebeldía 

Enmendada, esto es, el 18 de marzo de 2014, la propiedad objeto de esta 

controversia ya constaba inscrita a favor de la parte recurrida, el matrimonio 

Crespo-Mont, y la hipoteca bajo ejecución constaba inscrita a favor de 

BPPR. Exponen que tal desarrollo le había sido notificado al tribunal desde 

el 29 de julio de 2013.  

 Evaluado el auto de certiorari instado por BPRR, el 13 de agosto de 

2019, emitimos una Resolución en la cual, ordenamos a la parte recurrida 

a presentar su postura en un término de treinta (30) días. En cumplimiento 

con lo anterior, el 12 de septiembre de 2019, recibimos el Alegato en 
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oposición a petición de certiorari de la parte recurrida. Alega en esencia 

que, la Sentencia en Rebeldía Enmendada, emitida el 13 de octubre de 

2009 y notificada el 18 de marzo de 2014, ordenó la desestimación de la 

acción de ejecución de hipoteca sobre la propiedad objeto de este litigio, y 

en vista de que la parte demandante no solicitó de manera oportuna 

reconsideración, ni apelación de dicho dictamen, el mismo advino final, 

firme e inapelable. Por consiguiente, sostiene que BPPR no puede variar 

los términos de dicha sentencia, final, firme e inapelable, en el proceso de 

ejecución de ésta.  

II.  

A. 

El auto de certiorari es el vehículo procesal utilizado para que un 

tribunal de mayor jerarquía pueda corregir un error cometido por un tribunal 

inferior. IG Builders et al v. BBVAPR, 185 DPR 307, 337 (2012); García v. 

Padró, 165 DPR 324, 334 (2005). La Regla 52.1 de Procedimiento Civil de 

Puerto Rico de 2009, infra, delimita los asuntos en los que este Tribunal 

intermedio puede revisar resoluciones y órdenes interlocutorias mediante 

el recurso de certiorari. La precitada regla dispone que:        

[e]l recurso de certiorari para revisar resoluciones u 
órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia, solamente será expedido por el 
Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 
resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 o de la 
denegatoria de una moción de carácter dispositivo. No 
obstante, y por excepción a lo dispuesto 
anteriormente, el Tribunal de Apelaciones podrá 
revisar órdenes o resoluciones interlocutorias dictadas 
por el Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra 
de decisiones sobre la admisibilidad de testigos de 
hechos o peritos esenciales, asuntos relativos a 
privilegios evidenciarios, anotaciones de rebeldía o en 
casos de relaciones de familia, en casos que revistan 
interés público o en cualquier otra situación en la cual 
esperar a la apelación constituiría un fracaso 
irremediable de la justicia. Al denegar la expedición de 
un recurso de certiorari, en estos casos, el Tribunal de 
Apelaciones no tiene que fundamentar su decisión. 32 
LPRA Ap. V R. 52.1.    
 
Una vez el foro apelativo intermedio ha adquirido jurisdicción sobre 

el recurso de certiorari, la expedición del auto y la adjudicación en sus 

méritos es discrecional. Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 
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96-97 (2008). En cuanto a la discreción judicial que da base a la expedición 

del auto de certiorari, el Tribunal Supremo ha expresado que la misma “no 

se da en un vacío ni en ausencia de otros parámetros.” IG Builders et als. 

v. BBVAPR, supra, pág. 338; Rivera Figueroa v. Joe΄s European Shop, 183 

DPR 580, 596 (2011). A esos efectos, la Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, infra, enumera los criterios a considerar, de 

manera que este Tribunal ejerza sabia y prudentemente su decisión de 

atender o no las controversias planteadas. Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty, supra.  La referida regla dispone lo siguiente:            

Regla 40 – Criterio para la expedición del auto de certiorari 

El tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa: 
 
A.  Si el remedio y la disposición de la decisión 
recurrida a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho.         
    
B.  Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.         
   
C.  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 
manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.     
     
D.  Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más 
elaborados.     
    
E.  Si la etapa del procedimiento en que se encuentra 
el caso es la más propicia para su consideración.      
    
F.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final del 
litigio.    
    
G.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia.  4 LPRA Ap. XXII-
B, R. 40.      

De los criterios mencionados se deduce que este tribunal evaluará 

la corrección de la decisión recurrida, así como la etapa del procedimiento 

en que es presentada. Íd.  

En este ejercicio, el Tribunal Supremo ha reiterado que un tribunal 

apelativo solo intervendrá con las determinaciones discrecionales de los 
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foros de instancia cuando se demuestre que hubo un craso abuso de 

discreción, prejuicio, error manifiesto o parcialidad. Trans-Oceanic Life Ins. 

V. Oracle Corp., 184 DPR 689, 709 (2012); Lluch v. España Service Sta., 

117 DPR 729, 745 (1986).  

B. 

 La Regla 42.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V., dispone que 

el término sentencia incluye cualquier determinación del Tribunal de 

Primera Instancia que resuelva finalmente la cuestión litigiosa y de la cual 

pueda apelarse. Una vez dictada la sentencia, la Regla 47 de 

Procedimiento Civil, establece que la parte adversamente afectada podrá 

presentar ante el tribunal sentenciador una moción de reconsideración 

dentro del término jurisdiccional de quince (15) días desde la fecha de 

archivo en autos de copia de la notificación de esta. 32 LPRA Ap. V, R.47.  

En adición, la Ley de la Judicatura del E.L.A. de Puerto Rico de 

2003, Ley Núm. 201-2003, según enmendada, establece en su Art. 4.006 

que toda sentencia final dictada por el TPI será revisable por el Tribunal de 

Apelaciones mediante recurso de apelación.  Al respecto, la Regla 52.2(a) 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V., R. 52.2(a), dispone que los 

recursos de apelación a este Tribunal de Apelaciones para revisar 

sentencias dictadas por el TPI deberán ser presentados dentro del término 

jurisdiccional de treinta (30) días contados a partir del archivo en autos de 

copia de la notificación de la sentencia dictada por el tribunal recurrido. El 

transcurso del término para apelar sentencias provenientes del TPI, se 

interrumpirá por la oportuna presentación de una moción de 

reconsideración y el referido término comenzará a contarse de nuevo 

desde que se archive en autos copia de la notificación resolviendo 

definitivamente la referida reconsideración. 32 LPRA Ap. V., R. 52.2(e). 

 De conformidad con las disposiciones antes mencionadas, el 

Tribunal Supremo ha establecido que un dictamen judicial es final cuando 

se archiva en autos la notificación y se registra la sentencia, y se convierte 

en firme una vez haya transcurrido el término para pedir reconsideración o 
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apelar sin que esto se haya hecho. Cruz Roche v. Colón, 182 DPR 313, 

323 (2011). Así pues, una sentencia final y firme es aquella contra la cual 

no cabe recurso de apelación alguno debido a que transcurrió el referido 

término para solicitar apelación, o por razón de que, presentado el recurso 

de apelación, el tribunal apelativo la confirmó y los términos de 

reconsideración ya transcurrieron, o por ambas. Véase Suárez v. E.L.A. 

162 DPR 43,62 (2004). En fin, hace mucho el Tribunal Supremo reconoció 

que una sentencia es final o definitiva cuando resuelve el caso en sus 

méritos y termina el litigio entre las partes, en tal forma que no quede 

pendiente nada más que la ejecución de la sentencia. Dalmau v Quiñones, 

78 DPR 551, 556 (1955); Cortes Román v. ELA, 106 DPR 504, 509 (1977).  

 El procedimiento de ejecución de sentencia le imprime continuidad 

a todo proceso judicial que culmina con una sentencia. Es necesario 

recurrir a la ejecución forzosa de sentencia cuando la parte obligada 

incumple con los términos de la sentencia. Mun. de San Juan v. Prof. 

Research, 171 DPR 219, 247-248 (2007). Dicho proceso está regulado por 

la Regla 51.1 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V., la cual dispone que 

la parte a cuyo favor se dictó una sentencia puede ejecutarla dentro de los 

cincos (5) años de ésta ser firme. Transcurrido dicho término, la parte debe 

presentar una moción de ejecución de sentencia, previa notificación a todas 

las partes. El Tribunal Supremo ha expresado que el mero hecho que un 

aspecto procesal se dilucide luego de la sentencia, de ninguna manera 

afecta la finalidad de la sentencia original. Ello no revive las controversias 

resueltas entre las partes ni modifica los derechos adjudicados mediante la 

sentencia. Véase Ortiz v. Unión Carbide Grafito, Inc. 148 DPR 860 (1999). 

(Sentencia, Opinión concurrente del Juez Asociado Señor Negrón García). 

III. 

 BPPR nos pide que expidamos el auto de certiorari presentado y 

revoquemos la Resolución emitida por el TPI en la cual declaró nula la 

orden de ejecución de hipoteca en torno al solar en controversia, dejando 
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sin efecto todo procedimiento ulterior realizado, al entender que dicha 

acción había sido desestimada mediante sentencia final y firme.  

 Para evaluar la necesidad de intervenir con el dictamen recurrido a 

la luz de los criterios de la Regla 40 del Tribunal de Apelaciones, supra, 

estudiamos de manera minuciosa las comparecencias de ambas partes. 

Surge del recurso ante nuestra consideración que, el 14 de agosto de 2009, 

el TPI emitió Sentencia en Rebeldía, mediante la cual declaró Ha Lugar la 

reclamación de cobro de dinero, condenado a Gicresda Inc., al matrimonio 

Dalmau-Santiago y al matrimonio Crespo-Mont a pagar solidariamente a la 

parte demandante varias sumas de dinero por concepto del préstamo 

#7340023935. Inconforme con tal determinación y dentro del término 

requerido, la parte demandante presentó una solicitud de reconsideración 

en la que se limitó a pedir que se reconsiderara la desestimación de la 

demanda en contra del matrimonio Guiot-Santiago. No se mencionó, ni 

peticionó nada, en cuanto a la desestimación de la acción de ejecución de 

hipoteca de la propiedad en controversia. Dicha reconsideración fue 

acogida por el TPI de modo tal que, el 13 de octubre de 2009, dictó 

Sentencia en Rebeldía Enmendada mediante la cual se condenó también 

al matrimonio Guiot-Santiago al pago solidario de las cantidades 

reclamadas. No obstante, se mantuvo la desestimación de la ejecución de 

la hipoteca otorgada mediante la Escritura Número 37. La Sentencia en 

Rebeldía Enmendada fue finalmente notificada, el 18 de marzo de 2014. 

En ese momento, la parte demandante no solicitó al TPI reconsideración 

de dicho dictamen, ni presentó un recurso de apelación ante este Tribunal.  

Por tanto, habiendo evaluado el auto de certiorari, decidimos 

denegar su expedición. Los argumentos del peticionario no nos mueven a 

ejercer nuestra función discrecional e intervenir con la Resolución 

recurrida, ya que no encuentran base en los criterios enumerados en la 

Regla 40 de nuestro Reglamento, supra.  
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IV. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se deniega la expedición del 

auto de certiorari.  

 Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

 
 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


